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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica

San José, 9 de junio de 2015

DJ-AJ-642 -2015
Master
José Luis Bermúdez Obando

Subdirector de Gestión Humana

S.  D.

Estimado señor: 

En atención al Oficio N° 145-UPS-AS-2015, del 3 de junio del año en curso, en el que se solicita criterio jurídico de esta Dirección, sobre la aplicación del tema del desarraigo en relación con la aprobación del pago del plus salarial de zonaje a favor de la señora Rosa Alba Leiva Mora, otorgado por el Consejo de Personal, pese a que la servidora judicial trasladó de forma definitiva su domicilio a la zona afecta a ese incentivo salarial, se le remite el siguiente informe.
Una vez analizado el Reglamento para el Pago de Zonaje en el Poder Judicial (aprobado por Corte Plena, en sesiones N° 19-10 y 26-10 celebradas el 28 de junio y 20 de setiembre del año en curso, artículos XXI y XVI respectivamente), no se desprende disposición alguna que haga referencia al concepto o definición sobre el tema del arraigo ni del desarraigo en relación con su particular aplicación a las personas servidoras judiciales beneficiarias de ese plus salarial. En ese sentido, esta Dirección Jurídica, sugiere a los Órganos competentes, la no utilización de esa terminología a la hora de aplicar las disposiciones normativas de ese reglamento, pues eso puede generar confusiones tanto en las personas servidoras beneficiarias del incentivo, tanto para quienes deben proceder a su aplicación.
No obstante lo anterior, sin perjuicio de la conceptualización o interpretación genuina que la Corte Plena como órgano reglamentario pueda emitir, y sin intención de confundir ambos beneficios salariales, se remite al consultante a las consideraciones que con ocasión de la Propuesta del Reglamento del Incentivo por Regionalización en el Poder Judicial, se tuvieron a la vista en la Sesión de Corte Plena N° 24-14 del 2 de junio de 2014, artículo XXVII, en relación con los factores socio-laborales que pueden afectar la determinación u otorgamiento del pago o no de zonaje en relación con el arraigo o desarraigo del servidor o servidora judicial:

Documento 5987-2014
En sesión N° 21-14 celebrada el 20 de mayo último, artículo II, se aprobaron los acuerdos adoptados por el Consejo Consultivo, en sesión efectuada el viernes 16 de mayo en curso, -entre ellos- el concerniente a que, oportunamente se sometería a conocimiento de esta Corte, el incentivo por  regionalización propuesto por la Presidencia, para el pago en aquellas zonas alejadas en donde se hace difícil la obtención de candidatos y candidatas para el nombramiento de jueces y juezas. 

La Presidencia de la Corte, en correo de 27 de mayo en curso, remitió el proyecto a conocimiento de las señoras magistradas y de los señores magistrados.

La Presidenta, Magistrada Villanueva, somete a consideración para lo que a bien estime resolver esta Corte, la "Propuesta de Reglamento de Incentivo por Regionalización", la cual cuenta con las observaciones realizadas por el Departamento de Personal, cuyo texto literalmente dice:
"PROPUESTA DE REGLAMENTO DE INCENTIVO POR REGIONALIZACIÓN
El Poder Judicial enfrenta una problemática en la sustitución de puestos de la judicatura, particularmente en ciertas zonas del país en las que por diferentes razones tales como la lejanía con los más importantes centros de población, poca disponibilidad de centros de formación; altos índices de delincuencia,  etcétera, resulta difícil el nombramiento y la permanencia de jueces o juezas. Esas circunstancias representan una grave dificultad en las sustituciones o en los nombramientos de jueces o juezas en esas zonas, así como en su permanencia o arraigo. La aceptación en esos puestos es abordada como una cuestión temporal, porque la experiencia demuestra que aún cuando las personas aceptan la propiedad en esos cargos, pronto buscan un traslado a otras zonas.  

Esta situación genera múltiples inconvenientes para una sana administración de justicia por cuanto, quienes son nombrados o nombradas en puestos de la judicatura son los jefes o jefas de los respectivos despachos, y su movilidad  y desarraigo provoca desorden en la gestión de las oficinas al no existir una jefatura comprometida, ni una labor permanente de control, de continuidad, ni de responsabilidad por la administración de la oficina judicial.  
Para nadie es un secreto las consecuencias negativas que esta ingobernabilidad trae aparejada y que pone en cuestionamiento el funcionamiento de la administración de justicia en esa zonas: retraso judicial, desorden administrativo, falta de controles y de seguimiento de objetivos, etcétera. También, la falta de incentivos para la permanencia en esos lugares propicia, la mayoría de las veces, que las personas nombradas en esos cargos sean las que están menos calificadas pues aquellas con mejores notas buscan radicarse en puestos más cercanos a los centros de población o  en cargos menos riesgosos.

A diferencia del Ministerio Público o de la Defensa Pública, en la judicatura no existe el principio de jerarquía y los jueces y juezas tienen libertad de asumir o no un puesto en determinada zona.  En la judicatura, por disposiciones normativas, las personas oferentes deciden si participan o no en la designación de un puesto de tal forma que debe consultárseles su anuencia para ello.  Es decir, los traslados en el puesto no están sujetos a la decisión de la jerarquía que pueda verificar la oportunidad o conveniencia de la permanencia o el traslado, es el oferente  o aspirante quien decide participar o no.  Esto propicia la movilidad de los jueces y juezas; y la inestabilidad en los despachos. 

Esta situación ha motivado una inveterada crítica por parte de las personas usuarias, de la gestión y de las resoluciones judiciales dictadas en ciertas zonas del país, pues los y las profesionales con mejores notas de acceso a la carrera judicial buscan ser nombrados y nombradas en el área metropolitana o en  zonas con mayor acceso a servicios públicos o de menor conflictividad social.  Hay, en la práctica, una debilidad para nombrar personas con alta calificación en esas zonas, creando una diferencia estructural en el servicio en determinadas poblaciones

En la actualidad, el mecanismo legalmente ideado para contrarrestar los gastos extraordinarios que deben realizar quienes se trasladan a diversas zonas del país con el objeto de prestar servicios en la administración de justicia, es el "pago por zonaje".  La normativa institucional que regula ese plus salarial en la institución inició con el "Reglamento de Zonaje del Poder Judicial"  promulgado mediante decreto ejecutivo N° 14315-J del 15 de febrero de 1983.  Su texto original disponía:
Artículo 1°- Para los efectos de este reglamento, por "Zonaje" se entenderá   la retribución adicional que reciban aquellos servidores del Poder Judicial nombrados en una de las zonas que da derecho a ese beneficio, de acuerdo con lo establecido en el articulo 8.

Artículo 2°- La suma por concepto de zonaje se pagará  a los empleados o funcionarios judiciales que presten servicio en algunos de los lugares a que se refiere el mencionado artículo 8, siempre que, con motivo del cargo que desempeñan, hayan tenido que trasladar su residencia habitual a ese lugar.
Por reforma introducida a ese reglamento, por el artículo 1° del decreto ejecutivo N° 22768 del 6 de diciembre de 1993, el artículo 2° quedó redactado en estos términos:

Los servidores del Poder Judicial tendrán derecho al pago de zonaje cuando, con motivo de la prestación de sus servicios en el desempeño del cargo en el que fueren designados, deban trasladarse en forma temporal o definitiva, del lugar de su residencia siempre que esta no se encuentre en una de las zonas que da derecho a ese beneficio- a uno de los lugares indicados en el artículo octavo.  (…/…).

De los textos trascritos se concluye que el zonaje es un plus salarial con el objeto compensar a las personas servidoras judiciales que, con ocasión de la prestación de sus servicios a la institución, deben trasladar su residencia a una de las zonas a la que se asigna ese beneficio.

De acuerdo con el artículo 3° de esa reglamentación, los factores a tomar en cuenta para la designación y clasificación de las zonas que reciben el beneficio son:

· Clima y salubridad. 

· Medios y riesgos de transporte. 

· Condiciones locales de vida; y 

· Posibilidad de educación y atención médica para el servidor y su familia. 

Ese reglamento fue objeto de una reforma integral aprobada por Corte Plena en las sesiones N° 19-10 y 26-10 celebradas el 28 de junio y el 20 de setiembre del 2010.  De acuerdo con esa reglamentación, el sobresueldo del zonaje fue concebido en estos términos:

Artículo 3º- El zonaje se otorga para compensar al beneficiario por los mayores gastos y las distintas condiciones de vida en que se le hace incurrir cuando, por interés institucional, preste servicios en un lugar diferente de aquél donde tiene establecido su domicilio real, de acuerdo con las zonas y porcentajes señalados en el artículo 7 del presente Reglamento. 

De acuerdo con esta disposición, el plus se le confiere a los funcionarios o funcionarias judiciales como una retribución por los mayores gastos y las distintas condiciones de vida que debe enfrentar el funcionario o funcionaria judicial, cuando por interés institucional son nombrados en un lugar diferente de aquel donde tiene establecido su domicilio real.

A diferencia de la anterior reglamentación, el actual estableció una clasificación por zonas que reciben el beneficio, el cual corresponde a un 15% o un 20% sobre el salario base, dependiendo de la zona.  Así por ejemplo, el salario base de un juez 3, durante el segundo semestre del 2013 fue de ¢1.075.400 y el de un juez 4 de ¢1.164.600;  lo que implica  para el primero, en unos casos un zonaje de ¢161.310, y en otros de ¢215.080.

De lo  relacionado resulta que el zonaje es un plus para retribuir los gastos extraordinarios por vivienda, pago de servicios, alimentación, gastos de traslado, etcétera, en los que debe incurrir una persona que, por un interés institucional, es trasladada a residir en una de esas zonas.  Es decir, tiene un fin retributivo por los gastos extraordinarios que deba realizar la persona nombrada en esas zonas; no se trata de ningún incentivo de permanencia en el lugar.

Como Presidenta de la Corte, cuando he visitado algunos circuitos judiciales fuera de San José, he escuchado la crítica tanto de profesionales como de las personas usuarias, sobre las consecuencias que les representa la inestabilidad de los jueces o juezas encargadas de esos despachos, lo cual tampoco me resulta novedoso.  Incluso fue uno de los cuestionamientos a la administración de justicia, que me manifestó uno de los diputados, en la audiencia ante la Asamblea Legislativa, a propósito de mi reelección como magistrada.

Ante esa situación y el compromiso institucional de garantizar a todas las personas habitantes de este país, en condiciones de igualdad, calidad y de eficiencia, los servicios de administración de justicia, estimo necesaria la búsqueda de alternativas que propicien la permanencia de jueces y juezas en las zonas donde el Poder Judicial, oportunamente  determine necesario para el buen funcionamiento de la administración de justicia.  

 

Por ello, se propone crear un "incentivo por regionalización" exclusivo para jueces y juezas, distinto al zonaje y sin perjuicio del pago de éste.  El propósito del incentivo por regionalización será  crear un estímulo económico que aliente  a jueces y a juezas a aceptar puestos en zonas en donde la administración de justicia  determine la necesidad, debido a la dificultad de encontrar personal calificado para llenar las plazas de judicatura en esos lugares […]” (la negrita no pertenece al texto original).
Por último y siendo que la aplicación del pago de zonaje en favor de la servidora judicial Rosa Alba Leiva Mora fue conocido y aprobado mediante Sesión del Consejo de Personal N° 21-14 del 30 de octubre de 2014, artículo IX, y confirmado por ese mismo Consejo mediante Sesión N° 02-15; en criterio de esta oficina, debe la Dirección de Gestión Humana proceder con la ejecución de lo resuelto en las sesiones mencionadas.
Elaborado por

Pablo Mejía Salgado

Técnico Jurídico
Atentamente,

Lic. Jorge Kepfer Chinchilla                         VB° Licda. Karol Monge Molina

Coordinador, Área de Análisis Jurídico           Sub Directora Jurídica a.i.

Subdirectora Jurídica 
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